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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el defensor, contra la decisión interlocutoria del día diecinueve (19) de Julio-07 por medio de la cual el Juzgado no accede al aplazamiento de la audiencia de lectura del fallo. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- El día tres (3) de mayo del año que transcurre, siendo las 21:40 horas, amigos de lo ajeno -concretamente dos personas- penetraron arbitraria y clandestinamente a una casa de habitación en zona rural de esta capital, amarraron y amordazaron a sus moradores, los intimidaron con armas de fuego, ejercieron violencia contra ellos, realizaron tocamientos en partes pudendas del cuerpo de una de las víctimas, se apropiaron de varios bienes que allí permanecían (motocicleta y dinero en efectivo) y huyeron. Uno de los sujetos fue perseguido y finalmente capturado cuando se desplazaba en el rodante hurtado y pudo ser identificado como VICTILIO ALONSO SÁNCHEZ GIL. 
1.2.- Esta persona aceptó cargos y por tal motivo la actuación pasó ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito, autoridad que dio lugar a la audiencia de individualización de pena y sentencia, dentro de la cual puso en conocimiento de las partes el derecho de adelantar el incidente de reparación integral de perjuicios dentro de los treinta (30) días siguientes, y procedió a fijar como fecha para llevar a cabo la audiencia de lectura del fallo, cinco días después de vencidos los términos para promover el incidente.
1.3.- Las partes interesadas no hicieron uso de esa plazo para el incidente y llegada la fecha y hora para la lectura de la decisión final, defensa y apoderado de la víctima, de común acuerdo, le solicitaron al funcionario a quo que aplazara por un día hábil la decisión a la espera de un acercamiento entre las partes para llegar a un acuerdo que permitiera la indemnización integral a las víctimas. La Fiscalía se opuso a ese aplazamiento toda vez que ya el término para el pago de los perjuicios había vencido y estaban citados para la lectura de la sentencia de primer grado. El Juez, advertido de ambas posiciones, optó por negar la prórroga con similares argumentos a los ofrecidos por la Fiscalía. Contra esa determinación se interpusieron los recursos de reposición y apelación subsidiaria, a consecuencia de lo cual el Juez negó la reposición y concedió la apelación sin que finalmente diera lectura a la sentencia como lo había dispuesto.
1.4.- Por lo anterior, los registros se encuentran ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor –recurrente-
No comparte la decisión del Juez Segundo Penal del Circuito, porque desatendió la petición que de manera conjunta le hicieron defensa y representante de las víctimas, con el fin de poder llegar a una reparación integral como lo manda el artículo 269 del Código Penal, y por esa vía poder acceder al descuento punitivo. 
Le parece que no dar la posibilidad de aplazar el acto un día hábil, es hacer primar lo formal por sobre lo sustancial, en contravía de claras disposiciones legales y constitucionales, porque aquí lo importante era permitir que el procesado tuviera acceso a ese sustancial descuento de pena y lograr el derecho que tienen las víctimas a ser indemnizadas.

Al no acceder a ese aplazamiento, el Juez obstruyó esa posibilidad porque la norma es clara en cuanto a que el pago debe hacerse efectivo antes del proferimiento del fallo de primera instancia; con lo cual desconoció que él como defensor no pudo llegar a un acuerdo con anterioridad porque sólo vino a conocer al representante de las víctimas en la audiencia anterior. 
Ahora ya no pide aplazamiento, toda vez que ese día que solicitaron ya se encuentra más que superado, sino una determinación por parte de este Tribunal en la cual se autorice llegar a un acuerdo para efectos del referido pago y éste sea tenido en cuenta al momento de dictarse la sentencia.

A una solicitud concreta por parte del Magistrado Ponente, en el sentido de aclarar si a la fecha se ha presentado o no un pago efectivo, el defensor respondió que no, que apenas están en un “acercamiento” entre las partes porque la familia del procesado ha tenido dificultades para cancelar lo prometido.
2.2.- Procesado

Reitera su interés en sufragar lo que debe como perjuicios a las víctimas, pero considera que para lograrlo requiere un plazo adicional porque su familia se encuentra en una situación económica difícil. Como esa de todas formas es su intención, pide que se haga una nueva audiencia para ver si ya fue posible hacer el pago. De todas formas, dice ser consciente del error cometido y reconoce el daño.

2.3- Apoderado de las víctimas -no recurrente-
Se vio en la necesidad de acudir a la costumbre y no a la ley, con miras a obtener el pago de los perjuicios a favor de sus representados, en atención a que la persona declarada responsable no tiene recursos, con lo cual, era preferible llegar a un arreglo amigable antes que dar trámite al incidente.
Recuerda que la reparación tiene una doble finalidad, de una parte, poner fin al trámite civil que puede llevarse a cabo dentro del proceso penal; y de otra, dar por terminado el conflicto social que se genera con la infracción y con ello el resentimiento entre las partes a través de la indemnización integral.
Por motivos personales sus representados no quisieron suscribir documento para el incidente de reparación y prefirieron hacer un arreglo por fuera de lo judicial, concediéndole un plazo al procesado para obtener los recursos. Precisamente por eso, acolitó la petición ante el Juez de primera instancia para que les concediera un plazo de un día para ese efecto, el cual fue negado. Lo único que puede decir en este momento es que en realidad ese pago no se ha hecho efectivo a pesar de todo el tiempo transcurrido, y que sigue a la espera de que ese compromiso se cumpla en bien de sus clientes.

2.4.- Fiscal -no recurrente-

El proceso tiene persona privada de su libertad a quien se le debe definir la situación mediante sentencia, cosa que no se ha hecho hasta el momento a pesar de haberse agotado el término legal.
Los plazos procesales son preclusivos y está claro que las partes perdieron la oportunidad de llevar a cabo el incidente de reparación y de obtener una indemnización que pudiera ser tenida en consideración en la sentencia. Lo único que resta es la lectura de la decisión final y es lo que en derecho solicita.

Si bien se habla de un supuesto acuerdo entre las partes, ese hecho no es real o por lo menos no hay prueba de una concreción en tal sentido, con lo cual, todo está en la indefinición. Más bien parece que se trata de una práctica dilatoria y por lo mismo es una situación anormal que la judicatura no debe tolerar. Pide en consecuencia la confirmación de la providencia apelada.

3.- La Decisión

Bien particular la polémica surgida en la primera instancia, por cuanto lo solicitado al señor Juez consistió en aplazar el proferimiento de su fallo, no obstante la existencia de un término legal para ese efecto y luego de vencer el plazo de treinta (30) días que había sido concedido para la promoción del incidente de reparación integral de perjuicios, sin que los interesados hicieran uso del mismo.
La definición del asunto que ahora se revisa, en criterio de la Sala, si bien se hizo por cauces no deseados, finalmente hay lugar a respaldarla en esta segunda instancia por lo que a continuación se explica:

Decimos que la determinación se adoptó por cauces anormales, porque en el acto de audiencia de lectura de sentencia para el cual fueron convocados las partes, al Juez se le hace la susodicha petición de no proceder a esa lectura y en su lugar abrir un compás de espera para que los interesados (entiéndase procesado debidamente asistido y apoderado de las víctimas) pudieran concretar un arreglo en cuanto al pago efectivo de los perjuicios en forma integral. Lo decidido por el funcionario consistió en que, tal como lo solicitó la Fiscalía, eso no era procedente porque los plazos para pagar se habían vencido, con lo cual, de todas formas el fallo debía emitirse en esa audiencia.
Curiosamente, el a quo, al final de la operación, no dio lectura al fallo como era lo consecuente con su posición, sino que admitió el recurso de apelación subsidiario al de reposición que le fue interpuesto por la defensa y el caso se quedó en la indefinición a la espera del resultado de la segunda instancia. 
En criterio del Tribunal, el funcionario debió decidir de plano la petición, emitir su fallo como correspondía, para que de ese modo las partes quedaran con el derecho a recurrirlo y acceder por esta vía a una nulidad si en verdad consideraban que se les había vulnerado alguna garantía constitucional. 
Como así no se procedió, el término para pagar quedó de facto prorrogado, tal y como era lo que finalmente buscaban las partes, toda vez que hasta la fecha no se ha proferido sentencia de primera instancia, límite legal para proceder en ese sentido. 

Muy a pesar de esa nueva oportunidad para el acercamiento entre las partes, lo que se le dice ahora al Tribunal es que aún el pretendido pago no se ha hecho efectivo, es una mera expectativa sin concreción, con lo cual, no se ha dado cumplimiento a la exigencia sine qua non para acceder al condigno descuento de pena que consagra el artículo 269 del Código Penal. Siendo así, sencillamente lo que corresponde es la orden para que el señor Juez profiera la sentencia de mérito como en derecho corresponde, sin dar lugar a otro tipo de prórrogas habida consideración al vencimiento de los plazos fijados por la ley para el efecto.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la decisión interlocutoria objeto de recurso de apelación y dispone que tan pronto se reciba esta actuación en el Juzgado de origen, el a quo profiera el fallo respectivo.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

   
     Magistrado 
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